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ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, trece de octubre de dos mi quince
Acta N° 0     de 13 de octubre de 2015
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira a proferir sentencia de primera instancia en la acción de tutela iniciada por CLAUDIA MARCELA GARCÉS LONDOÑO contra la POLICÍA NACIONAL –SECCIONAL SANIDAD RISARALDA. 
HECHOS QUE ORIGINARON LA ACCIÓN:

Indica la señora Marcela Garcés Londoño que el servicio de salud le es prestado por la Sanidad de la Policía Nacional; que hace más de tres años ha consultado en múltiples ocasiones por el servicio de urgencias y consulta externa, debido a una serie de patologías que afectan su salud y que han requerido la atención de especialistas en Neurocirugia, Urología, Medicina Interna y Ginecología.

Afirma que cada orden de servicios que le es prescrita debe ser radicada en las instalaciones de la accionada en el sector de Maraya en esta ciudad, en orden a lograr su autorización, trámite que tarda entre 15 y 20 días y que está condicionado a la disponibilidad de presupuesto o de contratos para la oportuna prestación del servicio y en algunas oportunidades se niegan a recibir las órdenes, con el argumento de que previamente se requiere la valoración de medicina general para determinar la procedencia y pertinencia de los servicios que solicita, olvidando que su residencia se encuentra ubicada en el municipio de Santa Rosa de Cabal, lugar donde es atendida por el Hospital San Vicente de Paul o la Clínica Santa Clara, entidades que tienen contrato vigente para la prestación de los servicios de salud de los beneficiario de Sanidad de la Policía Seccional Risaralda.

Sostiene que en la actualidad no le han autorizado la atención con el internista de la Liga contra el Cáncer, ni le ha sido practicado el examen denominado “Doppler Ecografía de Arterias Renales”, toda vez que fue autorizado para que fuera realizado en Megacentro, pero esa entidad afirma no tener convenio con la accionada. 

Indica que la atención por urología no ha sido eficiente, pues cuando logra la atención del especialista ésta es superficial y sólo demora 5 minutos, sin lograr iniciar tratamiento respecto a la patología que afecta sus riñones, a pesar de estar ésta plenamente identificada. 

Cuenta que la negligencia de la entidad convocada a juicio ha sido tal, que ha tenido que acudir al derecho de petición para que le sean practicados estudios de laboratorio y rayos x, pero no logró la autorización de dichos servicios, y lo que es peor, las ordenes se vencieron y debió asumir los costos de dichos exámenes, no obstante, afirma no contar con recursos para el tratamiento que requiere en aras de recuperar su salud.

Es por todo lo narrado que solicita la protección de sus derechos fundamentales a la salud, a la vida, a la igualdad y a la seguridad social y, como consecuencia, se ordene a Sanidad de la Policía Nacional –Seccional Risaralda, ordene la valoración por especialistas; se autorice y practique el examen denominado Doppler Ecografía de Arterias Renales y los que requiera; se garantice el tratamiento integral que le sea prescrito y el traslado a otras ciudades, en caso de ser necesario y, finalmente, solicita el cambio de especialista en urología.
TRAMITE IMPARTIDO
Admitida la acción, se corrió traslado a la Dirección de Sanidad de la Policía Seccional Risaralda por el término de (2) días, vencido los cuales se decidiría la medida cautelar o, de ser el caso se resolvería de fondo la petición.

Dentro de dicho término, la Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional, admitió los hechos de la acción, pero hizo notar que en ningún momento ha negado los servicios requeridos por el actor, sino que la demora en su atención obedeció a la falta de convenio con las entidades encargadas de practicar el examen prescrito.

Indicó que en la actualidad tiene contrato con las IPSs Diagnóstico Vital e Idime S.A. para la atención del paciente, motivo por el cual, le solicitó comparecer a dicha entidad con el fin de hacerle entrega de las autorizaciones que le permita acudir a una de éstas instituciones para que le sea realizada la imagen diagnóstica ordenada  por el médico tratante.

Insiste en el hecho de no haber vulnerado derecho alguno del paciente, así como en la improcedencia de la solicitud de amparo constitucional. 

CONSIDERACIONES

El asunto bajo análisis, plantea a la Sala el siguiente problema jurídico:

 ¿Se vulneran los derechos fundamentales a la salud y la vida de la paciente,  cuando se omite seguir el tratamiento ordenado por el médico especialista?

Con el propósito de dar solución al interrogante planteado en el caso concreto, la Sala considera pertinente hacer, de manera previa, las siguientes precisiones:

1. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA FRENTE A LA PROTECCIÓN DEL DERECHO A LA SALUD.

El artículo 86 de la Constitución Nacional, consagró la acción de tutela para proteger los derechos fundamentales de las personas, cuando resulten amenazados o vulnerados, por acción u omisión de cualquier autoridad pública, o de los particulares en ciertos casos.
Innecesario resulta discutir y argumentar frente al derecho a la salud, cuando la Alta Magistratura Constitucional se ha encargado de catalogar el mismo como fundamental y por tanto, autónomo y susceptible de protección, sin que sea necesaria conexidad con algún otro beneficio de rango mayor
. 

2. MARCO NORMATIVO DEL SISTEMA DE SEGURIDAD SOCIAL EN SALUD, PARA LA FUERZA PÚBLICA.
La Ley 100 de 1993 excluyó del  Sistema Integral de Seguridad Social, contenido en esa normativa, a los miembros de la Fuerza Pública, por tratarse de un régimen especial.
Fue así que el Decreto Ley 1795 de 2000, estableció como objeto, la prestación de los servicios de sanidad y de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios, creando además como órgano rector y coordinador del Sistema de Salud (Art. 8°), el Consejo Superior de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional (CSSMP), cuya función, entre otras, es aprobar el Plan de Servicios de Sanidad Militar y Policial y los planes complementarios de salud, con sujeción a los recursos disponibles para la prestación del servicio de salud (Art. 9°, literal d).
3. TRAMITES ADMINISTRATIVOS NO PUEDEN INTERRUMPIR LA PRESTACIÓN EFECTIVA DEL SERVICIO DE SALUD.

Ha sido consistente la jurisprudencia constitucional en sostener que los tramites que a nivel administrativo se presenten entre las diferentes entidades prestadoras del servicio de salud,  son ajenos al usuario.  Por lo tanto, cuando se alegan circunstancias de esa índole para negar o dilatar la prestación oportuna de cualquier servicio requerido por el paciente, se vulnera el derecho a la salud.

En tal sentido, en  la Sentencia T- 384-13 se indicó lo siguiente:

“(…) también son trabas injustificadas aquellas que sin ser una exigencia directa al usuario sobre un procedimiento a surtir, terminan por afectar su derecho fundamental a la salud, en cualquiera de sus facetas. En cumplimiento de las funciones que les asigna el Sistema a las entidades que lo integran, se pueden presentar fallas u obstáculos en relación a circunstancias administrativas o financieras, de índole interinstitucional. Es frecuente por ejemplo, que una institución prestadora de los servicios de salud niegue la práctica de un examen diagnostico, o la valoración por un especialista, o el suministro de un medicamento o insumo, aduciendo que la EPS a la cual se encuentra afiliado el usuario no tiene convenio vigente para la atención, o no ha pagado la contraprestación económica, o se adeudan cuentas de cobro. Cuando la carga por estos inconvenientes se traslada al usuario, se vulnera su derecho fundamental a la salud.

4. CASO CONCRETO

En el presente asunto, la demandante se queja de que a pesar de haber sido atendida por médicos generales en el servicio de urgencias en la Clínica Santa Clara y el Hospital San Vicente de Paúl, entidades con las que tiene contrato Sanidad de la Policía Nacional de Risaralda, quienes la remitieron ante los especialistas en Medicina Interna, Ginecología, Urología y Neurocirugía, la llamada a juicio se niega a recibir dichas órdenes para realizar el trámite de referencia y contrareferencia y pretende remitirla nuevamente al médico general para determinar la pertinencia de tales órdenes.

También se duele que no le haya sido realizado el examen denominado Doppleer Ecografía de Arterias Renales, porque Sanidad de la Policía de Risaralda no tiene convenio con la IPS Megacentro a la cual es remitida.

Lo primero que debe precisarse, es que en efecto, los diversos galenos que han atendido a la actora por el servicio de urgencias, vieron la necesidad, debido a sus síntomas e historia clínica –fls 2 a 23-, de remitirla a diversos especialistas en orden a iniciar el tratamiento médico que le permita el restablecimiento de su salud, situación que no puede desconocer la llamada a juicio y mucho menos pretender remitirla nuevamente ante un médico general, cuando ya ha sido valorada por éste. 
Se estima entonces, que lo que correspondía no era la remisión de la paciente al médico general, sino permitir que ésta presentara las órdenes médicas para el trámite de referencia y contrareferencia y una vez efectuado este, proceder a iniciar las gestiones ante la red externa de prestadores de servicios, para autorizar los servicios que por medicina especializada requería.  Como quiera que así no obró la entidad llamada a juicio y por el contrario ha dilatado dicha atención a la  tutelante,  se torna evidente la vulneración del derecho fundamental a la salud de la señora Claudia Marcela Garcés Londoño.

Igual análisis merece el hecho de que no le haya sido realizado el examen denominado “Doppler Ecografía de Arterias Renales”, por falta de convenio entre la Seccional Sanidad Risaralda y una entidad encargada de prestar dicho servicio, cuando, como se dijo con antelación, los trámites internos, administrativos o de índole interinstitucional en nada deben afectar la continua prestación del servicio de salud de la promotora de la acción.

Consecuente con lo hasta aquí considerado, se tutelará el derecho a la salud de la señora Garcés Londoño  y se dispondrá a la Policía Nacional – Seccional Sanidad Risaralda, a través del Jefe de la Seccional, Teniente Coronel Juan Pablo Ávila Chacón, en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del día siguiente en que la actora radique las órdenes médicas en la sección de Referencia y Contrareferencia, realice todas las gestiones necesarias, para que sea atendida por los especialistas en Medicina Interna, Ginecología, Urología y Neurocirugía, debiendo advertir la adecuada atención que tales galenos le procuren a la tutelante.

Así mismo, se dispondrá que en término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del día siguiente de la notificación de la presente decisión, dicho funcionario realice todas las gestiones necesarias, para que le sea practicado a la paciente el “DOPPLER ECOGRAFÍA DE ARTERIAS RENALES”.

Igualmente, se dispondrá la prestación, de manera integral y sin ningún tipo de dilación, de los servicios de salud que requiera la tutelante para el tratamiento de las patologías que actualmente consulta, en la cantidad, con las especificaciones y periodicidad que determine el médico tratante con el fin de salvaguardar o recuperar la salud de la paciente, o para minimizar sus padecimiento y poder llevar una vida en condiciones dignas. 
Así mismo, se insta a la señora Claudia Marcela Garcés Londoño, que dentro de los dos (2) días siguientes a la notificación del presente proveído, proceda a radicar las ordenes médicas para valoración por medicina especializada en Ginecología, Urología, Medicina Interna y Neurocirugía, para el trámite de Referencia y Contrareferencia necesario para proceder con la autorización de dichos servicios.
 
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 

RESUELVE:
PRIMERO: TUTELAR el derecho a la salud del cual es titular la señora CLAUDIA MARCELA GARCÉS LONDOÑO.

SEGUNDO:  ORDENAR  a la Policía Nacional – Seccional Sanidad Risaralda, a través del Jefe de la Seccional, Teniente Coronel Juan Pablo Ávila Chacón, en el término improrrogable de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del día siguiente en que la actora radique las órdenes médicas en la sección de Referencia y Contrareferencia, realice todas las gestiones necesarias, para que sea atendida por los especialistas en Medicina Interna, Ginecología, Urología y Neurocirugía, debiendo advertir la adecuada atención que tales galenos le procuren a la tutelante.

Así mismo,  DISPONER que en término de cuarenta y ocho (48) horas, contadas a partir del día siguiente de la notificación de la presente decisión, dicho funcionario realice todas las gestiones necesarias, para que le sea practicado a la paciente el “DOPPLER ECOGRAFÍA DE ARTERIAS RENALES”.

TERCERO: ORDENAR  a la  Policía Nacional – Seccional Sanidad Risaralda, a través del Jefe de la Seccional, Teniente Coronel Juan Pablo Ávila Chacón DISPONER la prestación, de manera integral y sin ningún tipo de dilación, de los servicios de salud que requiera el tutelante para el tratamiento de las patologías que actualmente consulta, en la cantidad, con las especificaciones y periodicidad que determine el médico tratante con el fin de salvaguardar o recuperar la salud de la paciente, o para minimizar sus padecimiento y poder llevar una vida en condiciones dignas. 
CUARTO: INSTAR a la señora Claudia Marcela Garcés Londoño, que dentro de los dos (2) días siguientes a la notificación del presente proveído, proceda a radicar las ordenes médicas para valoración por medicina especializada en Ginecología, Urología, Medicina Interna y Neurocirugía, para el trámite de Referencia y Contrareferencia necesario para proceder con la autorización de dichos servicios.
QUINTO: NOTIFICAR a las partes esta decisión por el medio más idóneo.
SEXTO: REMITIR a la Corte Constitucional, para su eventual revisión, en caso de no ser impugnada.

Notifíquese y Cúmplase.

Quienes integran la Sala,



JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES           ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN

                                                                       Magistrada 

EDNA PATRICIA DUQUE ISAZA

Secretaria
� Ver Sentencia T-650 de 2009
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